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EXPEDIENTE No.2017-00089-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto


: Sentencia de segundo grado

Tipo de proceso
: Verbal - Responsabilidad extracontractual

Demandantes

: Víctor Hugo Rincón Corrales y otros 

Demandado

: Sociedad Sodimac Colombia S.A.

Procedencia

: Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira

Radicación

: 66001-31-03-002-2017-00089-01

Temas


: Culpa probada - Causalidad

Magistrado ponente
: DUBERNEY GRISALES HERRERA

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / ACTIVIDAD PELIGROSA / HACE PRESUMIR LA CULPA, NO LA RESPONSABILIDAD / DEBE DEFINIRSE CON CRITERIOS OBJETIVOS / CAUSALIDAD Y CULPABILIDAD / DIFERENCIAS.
Consagra el mencionado precepto (artículo 2356 del Código Civil), las denominadas actividades peligrosas, donde hay una “suposición de la culpa” en quien genera esa propensión al peligro. Esa es la conclusión a la que de antaño llegó el Alto Tribunal de la justicia ordinaria, reconocida también sin miramientos en la doctrina patria, precisando que su alcance interpretativo es enunciativo y no taxativo. 

En este sistema se presume la culpa del demandado (No la responsabilidad, ni en la especie objetiva, como en un pasado reciente, 2009, se pregonó al alero de la teoría del riesgo, pero al año siguiente, cambió al tradicional subjetivo); esta tesis no ha estado exenta de disidencias académicas. En esta doctrina al damnificado corresponde acreditar el perjuicio y el nexo causal; solo exime de responsabilidad la causa ajena (Caso fortuito, fuerza mayor, hecho exclusivo de la víctima o de un tercero). (…)
…más allá de la enumeración, relevante resulta considerar que para esa rotulación deben estimarse diferentes la “actividad” y la “cosa misma”, explica la noción, la CSJ (2015), remembrando un criterio de 2008:

… por tal, debe entenderse aquélla que “…aunque lícita, es de las que implican riesgos de tal naturaleza que hacen inminente la ocurrencia de daños,…”(G.J. CXLII, pág. 173, reiterada en la CCXVI, pág. 504), o la que “… debido a la manipulación de ciertas cosas o al ejercicio de una conducta específica que lleva ínsito el riesgo de producir una lesión o menoscabo, tiene la aptitud de provocar un desequilibrio o alteración en las fuerzas que –de ordinario- despliega una persona respecto de otra”, como recientemente lo registró esta Corporación en sentencia de octubre 23 de 2001, expediente 6315.

Criterio que complementa lo dicho de tiempo atrás por esa misma Corporación: “(…) el carácter peligroso de la actividad no pueda quedar al capricho o voluntad del operador jurídico, sino sujeto a criterios objetivos, no absolutos…”. (…)
La causalidad y la culpabilidad, como categorías conceptuales, en la dogmática de la responsabilidad, contractual o extracontractual, civil o estatal, guardan diferencias sustanciales, son autónomas, aunque se relacionan. La culpabilidad como fundamento, se refiere a la valoración subjetiva de una conducta, mientras que la causalidad es la constatación objetiva de una relación natural de causa-efecto, no admite presunciones y siempre debe probarse, por su parte la culpabilidad si las tiene y desde luego relevan de su acreditación (Artículos 2353 y 2356, CC, 982 y 1003, CCo, entre otras).
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REPUBLICA DE COLOMBIA
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SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA – DISTRITO DE PEREIRA

D E P A R T A M E N T O   D E L   R I S A R A L D A
En la ciudad de Pereira, Risaralda, hoy veinticuatro (24) de julio de dos mil diecinueve (2019), siendo las dos de la tarde (2:00 p.m.), fecha y hora programadas para resolver el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del 28-08-2018, el Magistrado sustanciador, Duberney Grisales Herrera, se declara constituido en Audiencia Pública, en asocio de los demás integrantes de la Sala de Decisión, Edder Jimmy Sánchez Calambás y Jaime Alberto Saraza Naranjo, conforme al artículo 327, CGP, en la sede donde habitualmente laboran en el Palacio de Justicia local.

1. La síntesis de la demanda
1.1. Los hechos relevantes. El día 12-10-2015 el señor demandante ingresó a las instalaciones del establecimiento de comercio Homecenter Pereira de esta ciudad y cuando se desplazaba por el área de puertas, cayó golpeándose la espalda, dado que el piso estaba mojado y resbaloso, sin ningún tipo de acordonamiento y señalización. Luego de la caída, le prestaron primeros auxilios brigadistas de ese almacén, y, posteriormente,  fue valorado por una médica del servicio médico de emergencia regional- EMI- quien diagnosticó dorsolumbalgía traumática.
Al salir de ese lugar, el actor siguió con dolores de espalda que se extienden a las extremidades inferiores, por lo que ha recibido tratamiento en su EPS, sin lograr recuperarse. 

Víctor Hugo fue valorado por un especialista en salud ocupacional y seguridad social (Doctor Armando Cardozo Vargas) quien dictaminó pérdida de capacidad laboral del 26,60% de origen común y estructurada el 12-10-2015 a consecuencia de la caída. También por la Junta Regional de Invalidez de Risaralda, a solicitud de la demandada y en curso del proceso de conciliación previa, quien estableció que esa pérdida era de 0,0%, decisión irrecurrible. El mencionado accidente ocasionó padecimientos en la salud del señor Rincón C. que, a su vez, causan perjuicios de orden material e inmaterial, tanto a él como a su entorno familiar (Folios 128-132, cuaderno principal).

1.2. Las pretensiones. (i) Declarar a la demandada responsable de los daños provocados a la parte actora; (ii) Condenar al pago de los perjuicios materiales (Lucro cesante futuro y consolidado), morales y daño a la salud, con los respectivos intereses; (iii) Condenar a la parte demandada en costas (Sic) (Folios 126-128, cuaderno principal).
2. La respuesta a la demanda
La sociedad demandada aceptó el hecho de la caída, las condiciones del piso y lo relativo a las atenciones dispensadas, inmediatamente, después del accidente. Dijo no constarle lo relativo a las dolencias y tratamientos posteriores y afirmó que su causa son las patologías previas del señor Víctor H. Se opuso a las pretensiones y excepcionó de mérito: (i) Ausencia de nexo causal; (ii) Causa extraña: fuerza mayor o caso fortuito; (iii) Ausencia de prueba del perjuicio patrimonial de lucro cesante reclamado; y (iv) Tasación excesiva de perjuicios extrapatrimoniales (Folios 177-201, cuaderno principal).
3. El resumen de la sentencia apelada

En la resolutiva dispuso: (i) Desestimar las pretensiones; y, (ii) Condenar a la parte demandante en costas. Se arguyó que de los elementos de la responsabilidad, estaba probado solo el daño; la culpa no se concretó y la relación causal, como se trata de fijar el origen de la invalidez, debía probarse con dictamen; aquí se recaudaron cuatro (4), pero con resultados diferentes, ya que se realizaron con parámetros disímiles. De estos se despreció el que fijaba la caída como causa, porque quien lo elaboró, desconocía los antecedentes lumbares. Finalmente concluyó que la parte actora incumplió la carga probatoria, con la omisión resaltada (Tiempo 1:10 a 54:08, cd folios 415-417, cuaderno principal, volumen 2).
4. La síntesis de la apelación
4.1. Parte actora. Cuestionó: (i) La aplicación del régimen de culpa probada, exonerando a la demandada de probar, cuando el escrito introductorio también se fundó en la presunta (Artículo 2356, CC); (ii) El desconocimiento de la culpa, cuando se probó y fue aceptada por la demandada; (iii) La valoración de los dictámenes, pues se desechó el rendido por el doctor Armando Cardozo V., porque ignoraba antecedentes relacionados con las patologías de la columna y anteriores al 12-10-2015; mientras que sí se apreciaron los practicados ante Colpensiones y la Junta de Calificación de Invalidez, cuando se realizaron por fuera del proceso.

Y, finalmente, (iv) Que el fallo desconociera: 1. La relación causal entre la lesión y el incumplimiento de los deberes de la demandada; 2. La declaratoria de inexequibilidad de la C-452 de 2002, sobre el artículo 34, parágrafo 1º, Decreto Ley 1265 (Sic) (Folios 418-420, cuaderno principal, volumen 2).
5. La fundamentación jurídica para decidir
5.1. Los presupuestos de validez y eficacia procesal. No hay reproche alguno para invalidar la actuación; la demanda es idónea y las partes son sujetos de derechos, habilitados para intervenir en el proceso.
5.2. La legitimación en la causa. El examen de este aspecto es oficioso
-
, así lo entiende la CSJ
, en criterio que acoge sin reparos este Tribunal
. Cuestión diferente es el análisis de prosperidad de la súplica. En este evento se satisface en ambos extremos.
En efecto, por activa la parte actora está integrada por quienes afirman haber padecido perjuicios en su integridad personal, intereses legítimos
-
 (Artículos 2341 y 2342, CC), susceptibles de tutela judicial, como víctima directa el señor Víctor Hugo Rincón Corrales e indirectas las señoras Liliana Bermúdez Ramírez y Stephanía Rincón Bermúdez y la menor Zharick Rincón Bermúdez, en sus condiciones de cónyuge e hijas de Víctor Hugo. Se allegaron los respectivos registros civiles de matrimonio y nacimiento (Folios 3-5, cuaderno principal).

Y por pasiva se tiene que a la sociedad Sodimac Colombia SA es propietaria del establecimiento de comercio Homecenter Pereira (Folios 56-65, ídem) en cuyas instalaciones se presentó la caída del señor Víctor Hugo, de la cual se aduce deriva el detrimento reclamado (Artículos 2343 y 2344, CC). 
Ningún reparo hay sobre la vinculación procesal de la compañía Chubb Seguros Colombia SA, como llamada en garantía, según la póliza arrimada a la foliatura (Folio 1-24, cuaderno No.2, llamamiento en garantía).
5.3. El problema jurídico a resolver

¿Se debe revocar, modificar o confirmar la sentencia desestimatoria proferida por el Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad, a tono con la apelación interpuesta por la parte demandante?

5.4. La resolución del problema jurídico
5.4.1. Los límites de la apelación de la pretensión impugnaticia
El enjuiciamiento en esta instancia lo trazan los temas objeto del recurso, que se traduce en una patente aplicación del modelo dispositivo en el proceso civil nacional (Artículos 320 y 328, CGP), con salvedades como asuntos de familia y agrario (Art.281, CGP), las excepciones declarables de oficio (Artículo 282, ibídem), los presupuestos procesales y sustanciales, las nulidades absolutas (Art.2º, Ley 50 de 1936), las prestaciones mutuas
 y las costas procesales, entre otros.
Y así lo ha entendido, de manera pacífica y consistente, esta Colegiatura en múltiples decisiones, por ejemplo las más recientes: de esta misma Sala y de otra
, todas del año anterior. En la última sentencia mencionada, se prohijó lo argüido por la CSJ en 2017
, eso sí como criterio auxiliar.
5.4.2. El tema de apelación para el caso
REPARO 1º. Aplicación del régimen de culpa probada, cuando debió acudirse a la presunta, dado que la demanda invocó la del artículo 2356, CC.  
RESOLUCIÓN. No prospera. Consagra el mencionado precepto, las denominadas actividades peligrosas, donde hay una “suposición de la culpa” en quien genera esa propensión al peligro. Esa es la conclusión a la que de antaño llegó el Alto Tribunal de la justicia ordinaria
, reconocida también sin miramientos en la doctrina patria
, precisando que su alcance interpretativo es enunciativo y no taxativo. 

En este sistema se presume la culpa del demandado (No la responsabilidad, ni en la especie objetiva, como en un pasado reciente
, 2009, se pregonó al alero de la teoría del riesgo, pero al año siguiente
, cambió al tradicional subjetivo); esta tesis no ha estado exenta de disidencias académicas
. En esta doctrina al damnificado corresponde acreditar el perjuicio y el nexo causal; solo exime de responsabilidad la causa ajena (Caso fortuito, fuerza mayor, hecho exclusivo de la víctima o de un tercero). El precedente judicial
 especializado, ha reconocido como actividades de esta especie:

… conducción de vehículos (SC 14 mar. 1938); «un convoy de ferrocarril en movimiento» (CSJ SNG 19 may. 1939, GJ t. XLVIII, pág. 801); el manejo de un avión (CSJ SNG 15 jun. 1944, GJ t. LVII, pág. 851); el uso de un tractor (SC 2 may. 2007, rad. 1997-03001-01); la manipulación de armas a que se refiere expresamente el ordinal primero del citado artículo 2356 del Código Civil (SC 20 ene. 2009, rad. 1993-00215-01); la realización de obras de construcción (SC 27 abr. 1972, GJ t. CXLII pág. 173 y 9 dic. 2008, rad. 1999-00206-01); la generación, transformación, transmisión y distribución de energía eléctrica (SC 8 oct. 1992, CCXIX, p. 523 y SC 19 dic. 2008, rad. 1999-02191-01); y labores de explotación en una mina subterránea de carbón (SC9788-2014).

También el uso de elevadores de carga, la conducción de ganado frente a los peatones, fumigaciones aéreas, utilización de explosivos, los gases residuales de las fábricas, las chimeneas de instalaciones industriales
. Pero más allá de la enumeración, relevante resulta considerar que para esa rotulación deben estimarse diferentes la “actividad” y la “cosa misma”, explica la noción, la CSJ (2015) 
, remembrando un criterio de 2008:

… por tal, debe entenderse aquélla que “…aunque lícita, es de las que implican riesgos de tal naturaleza que hacen inminente la ocurrencia de daños,…”(G.J. CXLII, pág. 173, reiterada en la CCXVI, pág. 504), o la que “… debido a la manipulación de ciertas cosas o al ejercicio de una conducta específica que lleva ínsito el riesgo de producir una lesión o menoscabo, tiene la aptitud de provocar un desequilibrio o alteración en las fuerzas que –de ordinario- despliega una persona respecto de otra”, como recientemente lo registró esta Corporación en sentencia de octubre 23 de 2001, expediente 6315.
Criterio que complementa lo dicho de tiempo atrás por esa misma Corporación
: “(…) el carácter peligroso de la actividad no pueda quedar al capricho o voluntad del operador jurídico, sino sujeto a criterios objetivos, no absolutos, teniendo en cuenta “la naturaleza propia de las cosas y las circunstancias en que aquella se realiza y… el comportamiento de la persona que ejecuta o se beneficia de aquella actividad, en relación con las precauciones adoptadas para evitar que la cosa potencialmente peligrosa cause efectivamente un daño”, según pautas propuestas por autor nacional.”. Sublínea de esta Sala.
Así entonces, apenas razonable emerge que para imputar una afectación con estribo en este régimen especial, sea indispensable que la causalidad en tal caso, derive necesariamente de esa actividad, así lo explica la generalizada literatura de la materia
 y para abundar, de nuevo la claridad del precedente judicial de la CSJ
, que enseña: “Es importante precisar que si bien una persona puede estar en ejercicio de una actividad peligrosa, no todo suceso o acontecimiento que cause daño a otra y que se le quiera imputar a la primera necesariamente se deriva de tal actividad. (…)”.
En este asunto, la mera mención de la parte actora, en el fundamento jurídico del artículo 2356, CC, por sí sola no postula la actividad desplegada por la demandada en peligrosa, según se extrae de su objeto social (Folio 57, vuelto, cuaderno principal) se trata de la venta de productos para los sectores de la construcción, decoración, remodelación, mejoramiento, dotación y/o equipamiento del hogar; destáquese que el señor Víctor Hugo, según afirmó el libelo introductorio, se desplazó al establecimiento de comercio, para adquirir algunos productos que allí ofrecen (Hecho 1º, folio 128, cuaderno principal). Por manera que no existe elementos para considerar la aplicación la culpa presunta, sino probada como lo dijo la primera instancia. 
Para revisar los reparos siguientes, indispensable plantear que para el triunfo de la responsabilidad civil formulada, menester es que resulten acreditados sus elementos axiomáticos: (i) El daño, (ii) El hecho dañoso, (iii) El nexo causal; y, (iv) La culpa como factor de imputación. Verificados estos ingredientes, se avanza al estudio de las exonerantes (Causa extraña: caso fortuito o fuerza mayor, hecho exclusivo de la víctima o de un tercero), habida cuenta de que, en sana lógica, sin estructurarse, vano resulta el examen liberatorio.

En este evento el análisis versará primero sobre el nexo, que es carga del demandante, luego, si resulta viable, se estudiará el fenómeno de la causa ajena, que es carga probatoria del demandado. Una cuestión es la falta de demostración de la causalidad y otro bien diferente la liberación de responsabilidad porque se probó una eximente.
REPAROS Nos. 3º y 4º. Que quedó probada la causalidad; centralmente, en el peritaje del doctor Armando Cardozo V.  
RESOLUCIÓN. No prosperan. La causalidad y la culpabilidad, como categorías conceptuales, en la dogmática de la responsabilidad, contractual o extracontractual, civil o estatal, guardan diferencias sustanciales, son autónomas, aunque se relacionan. La culpabilidad como fundamento, se refiere a la valoración subjetiva de una conducta
-
, mientras que la causalidad es la constatación objetiva de una relación natural de causa-efecto, no admite presunciones y siempre debe probarse
, por su parte la culpabilidad si las tiene y desde luego relevan de su acreditación (Artículos 2353 y 2356, CC, 982 y 1003, CCo, entre otras). Se anota aquí que la CSJ en algunas providencias (SC-13925-2016 y SC-002-2018) ha planteado inclinarse por una “causalidad normativa”, sin embargo, es tesis que no ha se consolidado y en parecer de esta Sala, está en construcción todavía.
A partir de la premisa aludida con antelación de que esa causalidad es la constatación objetiva de una relación natural de causa-efecto, no admite presunciones y siempre debe probarse
; pasarán a revisarse los aspectos resaltados por el recurrente, a efectos, de verificar si lograron demostrar este elemento. 
Como ya se dijera, los dos reproches pretenden que se aprecie la conclusión del dictamen pericial rendido por el doctor Cardoso V. quien definió la caída como el origen de los padecimientos del señor Víctor H., pues estima el recurrente que: (i) Ninguna incidencia tiene que aquel desconociera los antecedentes de la columna previos al 12-10-2015; (ii) Las preexistencias no deben tenerse en cuenta según lo dicho por la Corte Constitucional en sentencia C-452 de 2002; y, (iii) No debió dársele poder suasorio a las experticias practicadas por Colpensiones y la Junta Regional de Calificación de Invalidez, por ser realizadas por fuera del proceso.
Así las cosas, necesario revisar el peritaje del referido especialista, en medicina ocupacional y derecho laboral, quien si bien hizo esa afirmación, lo cierto es que para esta Sala, ese aserto perdió fuerza de convicción, en la ampliación que rindió (Tiempo 1:39:40 a 2:27:03, cd, folio 358, cuaderno principal, volumen 2), pues allí se advierten otras razones, además de la resaltada por el impugnante, que impiden aceptar que ese evento sea el causante del daño reclamado, tal como pasará a explicarse.
Empiécese porque el experto señaló en varias respuestas de su interrogatorio, que la historia clínica que le fue presentada no daba cuenta de problemas lumbares anteriores al desplome. Ilustra lo anterior: 

Pregunta: Yo le pongo de presente ese aparte de la hc del señor Víctor Hugo Rincón a folio 119, del cuaderno principal, no sé si lo haya podido tener en cuenta, doctor en su dictamen pericial. Respuesta: No, no, no, yo no, tiene fecha del 09-04-2015, dice así: “Enfermedad actual: paciente de 50 años, obesidad, hipertensión, diabetes mellitus, lumbalgia aguda posterior a ejercicio, asiste a reformulación en el momento limitación para la flexión de la columna”.

Pregunta: Recuerda usted si la tuvo en cuenta. Respuesta: No, no, no, o sea, lo que, cuando el paciente me aporta a mi toda la hc y yo voy a calificar una patología determinada, como en este caso la lumbar, yo anotó los conceptos lumbares que haya (Tiempo 2:15:31  a 2:16:21, ibídem).

Y conocer de esas preexistencias, era importante, pues dada la calificación que estaba realizando era una cuestión que debía anotar y valorar, ya que incluso pudieron ser la causa del dolor crónico, aspecto central de la valoración: 

Pregunta: Discúlpeme doctor se puede afirmar también lo contrario, que si el paciente con anterioridad al accidente presentaba consultas por lumbalgia eso puede indicar o puede concluir que las patologías a las que se ha hecho referencia sí produjeron el dolor crónico que se observa en el dictamen. Respuesta: Si doctor (Tiempo 2:13:45 a 2:14:05, ibídem). 

Además, porque como lo indicó, más adelante, de conocer tales dolencias anteriores habría dudado al momento de hacer la estimación: “(…) los pacientes por lo regular, caminan con bastón, con muletas, entonces, uno determinar qué es, cuál fue el origen, cuál fue la causa exacta, si el paciente manifiesta que solamente ha tenido episodios anteriores, pues yo más o menos lo hubiera dudado un poquito, pero ahorita que veo esto que es agudo (…)” (Tiempo 2:23:20 a 2:23:35, ibídem). Hasta aquí puede decirse sin vacilaciones que el concepto de este especialista partió de bases incompletas, que lo pudieron llevar a una conclusión errada. 
Ahora bien, de regreso a las otras razones que imposibilitan aceptar la afirmación sobre la caída como causa de los padecimientos actuales, esta Magistratura encuentra, en primer lugar, que no existe claridad de cuál fue el capítulo del manual de pérdida de la capacidad laboral (Decreto 1507 de 2014) utilizado, pues si bien está consignado que fue el No. 15 (Numerales 15.3.1, 15.3.2 y 15.4), y la deficiencia el dolor de columna lumbar recurrente crónica (Folio 28, cuaderno principal), en algunas de las respuestas dadas en la audiencia se infiere que fue por el No. 12. Veamos: 

Pregunta: Qué clase de dolor es el que usted se refiere en el dictamen. Respuesta: Específicamente, es un dolor, un dolor, lumbar crónico, recurrente, posterior a una caída. Vi un concepto de un fisiatra que hablaba de dolor neuropático, al paciente también se le puede el dolor neuropático, porque en la caída muchas veces pisa nervios y eso es, es demasiado inválidamente, produce mucho dolor.  

Pregunta: Qué es un dolor neuropático. Respuesta: Dolor neuropático lo llamamos, cuando un paciente lleva más de 3 meses en tratamiento y manejo, y persiste el dolor a través del tiempo, hay unos cambios osteomusculares, hay atrofias de miembros inferiores, hay, y al paciente al tratamiento no cede este dolor y lo llamamos, dolor crónico recurrente o dolor neuropático que es en el capítulo 12  (Tiempo 1:52:09 a 1:53:04, cd, folio 358, cuaderno principal, volumen 2).
(…) 

P. Quiere decir que el perito de la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, no tuvo en cuenta, el criterio del dolor neuropático para calificarlo. R. No tuvo en cuenta el dolor neuropático. 

Pregunta: Por favor dígale al Juzgado si ese dolor recurrente, crónico, no especificado, el dolor neuropático al que usted hace referencia de la columna del señor Víctor Hugo era necesario tenerlo en cuenta por parte de la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda para emitir ese dictamen. Respuesta: (…) no sé, no puedo argumentar porque la Junta no le calificó, yo si argumento mi dictamen, porque sustento al paciente se calificó el dolor, este el dolor neuropático se califica por otro capítulo, pero yo creo que la Junta si debió haberle calificado este, el dolor neuropático, no tengo los elementos que sustenten porque no lo hizo. Es más, yo he revisado varios dictámenes, a través de mi vida laboral, porque conozco todas las juntas y hay dictámenes que, que los pacientes con artrosis, con enfermedades establecidas, califican muchas veces el dolor neuropático por el capítulo 12 (Tiempo 1:54:03 a 1:56:37, ib.). Destacado propio de esta Sala. 
En segundo lugar, tampoco es claro cuál es la lesión que genera el dolor crónico que le fue valorado, en una respuesta señaló que era una listesis grado 1 (Tiempo 2:00:31 a 2:00:48, ib.) y en otra afirmó que era un esguince lumbar (Tiempo 2:09:50 a 2:10:07, ib.), sin embargo, sobre esta última no pudo encuadrarla o ubicarla como diagnóstico en la historia clínica del paciente (Tiempo 2:10:07 a 2:11:52, ib.).
Y, en tercer lugar, porque a lo largo de la exposición insistió el experto que las patologías de espondilosis, artrosis y hemangioma no eran las causantes de la condición actual del señor Víctor Hugo, a lo que añadió que no las había tenido en cuenta y valorado, por la inexequibilidad del parágrafo primero, artículo 34 del Decreto Ley 1295 que había ordenado el Alto Tribunal Constitucional en sentencia C-452 de 2002; empero, es inviable admitir esa justificación.

En efecto, de un lado, porque esa norma ni antes ni después de esa decisión, considera que deban excluirse esas preexistencias al momento de hacer la valoración; y de otro, porque revisado ese fallo, la razón para esa declaratoria, no fue porque ello fuese una desventaja para el paciente, como pareció mostrarlo el médico en su explicación, sino la falta de unidad de materia al expedirse, por ser ajeno a la administración del sistema general de riesgos profesionales (Página 24, de la sentencia).
En esas condiciones, el aludido dictamen, pese a que fue realizado por un especialista en la materia, le falta claridad, es incoherente, carece de precisión, entonces, no logra persuadir y, por ende, en modo alguno puede estimarse eficaz y útil como para fijar la relación causal entre los padecimientos del actor y la  caída sufrida en las instalaciones de la demandada. Tampoco es cuestión enrostrada por el apelante y que esté acreditado con otro medio probatorio. 
Corolario de lo dicho, quedó sin demostrarse este elemento y es razón suficiente para desestimar las pretensiones. Se declarará infundado el recurso de apelación y se confirmará el fallo impugnado.

6. LAS DECISIONES FINALES

En armonía con lo explicado se: (i) Confirmará en su integridad la sentencia atacada; (ii) Condenará en costas en esta instancia al recurrente, por haber confirmado toda la providencia apelada (Artículo 365-3º, CGP).
La liquidación de costas se sujetará, en primera instancia, a lo previsto en el artículo 366 del CGP, las agencias en esta instancia se fijarán en auto posterior CSJ
 (2017). Se hace en auto y no en la sentencia misma, porque esa expresa novedad, introducida por la Ley 1395 de 2010, desapareció en la nueva redacción del ordinal 2º del artículo 365, CGP.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil - Familia, administrando Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A
1. CONFIRMAR el fallo del 28-08-2018, del Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad.
2. CONDENAR en costas en esta instancia, a la parte recurrente y a favor de la parte demandada. Se liquidarán en primera instancia y, en auto posterior de la Sala, se fijarán las agencias de esta instancia.
3. DEVOLVER el expediente al Juzgado de origen.
Esta decisión queda notificada en estrados.  Enteradas, las partes guardaron silencio. No siendo otro el objeto de la presente audiencia, a la hora de las XXXX, se da por terminada.
DUBERNEY GRISALES HERRERA

M A G I S T R A D O
EDDER JIMMY SÁNCHEZ C.



JAIME ALBERTO SARAZA N.
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